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                    Corte Suprema de Justicia

                           Dirección Jurídica


San José, 26 de abril de 2016
Oficio Nº  DJ-PDJ-1046-2016

Señor

MBA. Rodrigo Arroyo Guzmán
Sub Director Ejecutivo 

Poder Judicial
S.      D.

Estimado señor:

Le remito la respuesta a la consulta realizada, mediante el oficio Nº 1401-DE-2016, del 30 de marzo de 2016, suscrito por su persona. En el citado oficio se solicita a la Dirección Jurídica emitir respuesta en relación a la consulta: “es factible  realizar el pago de honorarios adeudados al señor Roa Gutiérrez, además se valore la aplicación de otras medidas que permitan recuperar el dinero girado en forma errónea”.

I. De la  Gestión.

En  oficio Nº 1401-DE-2016, del 30 de marzo de 2016, suscrito por el MBA Rodrigo Roa Gutiérrez, Subdirector Ejecutivo del Poder Judicial, se solicita:  
“[…] si es factible realizar el Pago de honorarios  adeudados al señor Roa Gutiérrez y que el despacho valore la aplicación de otras medidas que permitan recuperar el dinero girado en forma errónea.”
II. Antecedentes: 
1.- Mediante nota del 07 de marzo de 2016, suscrita por el señor Rolando Roa Gutiérrez, Perito del Poder Judicial, propiamente Indica:  

 “[…] PRIMERO: […] dentro del Expediente Nº 10-003101-1028-CA. Dicho lo anterior en virtud que: desde las 11:00 horas del 01 de setiembre de 2011, visible a folio Nº 9, el Señor Juez Rodrigo Huertas Durán dice: En vista del error del despacho mediante el auto de las diez horas y ocho minutos del ocho de julio de dos mil once (folio 84) en el cual se giro de manera anticipada el monto de los honorarios al Ingeniero ÁLVARO JIMÉNEZ ABARCA,  más adelante, “Lo anterior bajo apercibimiento de comunicar a la dirección Ejecutiva del Poder Judicial lo sucedido, ” (Énfasis agregado).
SEGUNDO: Su Autoridad es puesta en conocimiento de lo dicho en el punto anterior con fecha 06 de febrero de 2012, según consta a folio 91 del expediente de marras, es decir al despacho judicial le tomó MÁS DE CINCO MESES, acusar su propios (sic) error.
TERCERO: Con fecha 06 de febrero de 2012, en la misma resolución que me nombra perito  a folio Nº 92, se  tiene claro que el  colega me antecedió: ‘no reintegro a la cuenta del despacho, el Monto depositado a su favor de forma anticipada…’
CUARTO: Con fecha 15 de marzo de 2012, el suscrito se presenta a los efectos de solicitar más plazo para la entrega de la experticia en virtud de la dificultad  para realizar la correspondiente inspección en el sitio.
QUINTO: Con  fecha 09 de abril de 2012 solicito el aporte de información indispensable para cumplir el cargo jurado en los términos en que se la hice dadas las falencias del expediente.

SEXTO: Con fecha 14 de junio de 2012 presento  el dictamen ordenado con un amplio informe que cumple con los términos que juré.

SÉPTIMO: Con resolución de las 07: 45 horas del 30 de agosto de 2012, el Juez Rodrigo Huertas Durán, pone a las partes en conocimiento de mi informe  es decir el despacho se toma DOS MESES Y MEDIO, para una resolución  indispensable y que señala el inicio de un proceso para hacer efectivo el cobro de mis honorarios.

OCTAVO: Con fecha 26 de febrero de 2013, ante la evidente mora en el justo y oportuno pago de mis honorarios por el transcurso  de MÁS DE OCHO MESES,  me presento a reclamar su cancelación.

NOVENO: Con fecha 26 de febrero de 2013 y resolución de las 13:40 Horas se dice: “Con el fin de atender las gestiones escritas y verbales del señor perito Rolando Roa Gutiérrez referente a sus honorarios, expídase atento oficio a la Dirección Ejecutiva (…) el resultado del Procedimiento Administrativo Nº PE-76-12 (…) contra el Ingeniero Álvaro Jiménez Abarca.-” 
DÉCIMO: Con  fecha 05 de marzo de 2013, percato de un error habido en mi informe y resguardo tanto consideraciones éticas que me son irrenunciables me apersono a realizar las correcciones correspondientes. 

DÉCIMO PRIMERO: Con fecha  25 de junio de 2013, de nueva cuenta el despacho, dados mis reclamos resuelve: “Expídase nuevamente atento oficio a  la Dirección Ejecutiva (…)”
DÉCIMO SEGUNDO: Con fecha 27 de febrero de 2014, con la sentencia Nº 0114-2014 se resuelve sobre LA READECUACIÓN de honorarios. Habiendo liquidado la suma de ¢480.000,00 de forma arbitraria se reducen a ¢410.000,00 (Dicho lo anterior, por cuanto esa liquidación se dio bajo juramento así las cosas si el Señor Juez consideró que falte a la verdad debió haber procedido de conformidad a derecho.) Habrá de notarse que a esa fecha habían transcurrido VEINTE MESES. 

DÉCIMO TERCERO: Con fecha 21 de marzo de 2014, se ordena: “Por concepto de readecuación  de honorarios, gírese (…) la suma de (…) (¢280.000,00) (…) el cual cancela totalmente. Dicha suma corresponde a la partida aprobada en resolución 114- 2014 (…)” Será evidente y por ello no entro en detalles que tal resolución no es conteste con la verdad. 

DÉCIMO CUARTO: Con fecha 15 de julio de 2014, el despacho me informa que debo esperar  a que el colega que me antecedió en el cargo devuelva el dinero que erróneamente ese despacho le giró. Debo manifestar que tal resolución me ofende pues sin ser abogado entiendo lo suficiente que si un tercero  tomo un dinero por ERROR de OTRO no puede ser el suscrito quien deba sufrir las  consecuencias. Esto es ni más ni menos lo que sucede en este caso. 
DÉCIMO QUINTO: Con fecha 16 de diciembre de 2015,  de nuevo me presento a dejar constancia de mi reclamo y copio en esta oportunidad tanto a la “Asesoría legal de la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial como a la #Contraloría de Servicios del Poder Judicial”. 
DÉCIMO SEXTO: Con fecha 28 de enero de 2016, el despacho me reitera por enésima ve que debo tener paciencia y esperar que tenga éxito las gestiones  realizadas para recuperar el dinero de mis honorarios.

DÉCIMO SÉPTIMO: Hasta el momento actual el suscrito no ha recibido. La totalidad de los honorarios que de forma arbitraria aprobó el señor Juez, cosa que ni siquiera tengo el derecho de recurrir, menos los intereses que la suma que si me pagaron, devengó en el tiempo transcurrido en las arcas del Poder Judicial. […]”
III. Normativa aplicable: 
1.- Normativa aplicable al tema de los honorarios:
1.1 Código Procesal Civil, Ley Nº 7130 del 16 de agosto de 1989, en lo que interesa señala:  
“Artículo 232.- Tarifa de honorarios y gastos. 

La Corte Plena establecerá una tarifa para los honorarios y gastos de ejecutores, notificadores, testigos de asistencia y peritos, y para el pago de cualesquiera otras diligencias indispensables que no estén a cargo de funcionarios por su oficio.

A esta tarifa que será revisada y actualizada periódicamente, se ajustarán los tribunales al practicar las regulaciones que les encomienda este artículo y los anteriores.

El juez tiene obligación de regular cualquier honorario o pago de trabajo que este Código o leyes especiales no determinen; la regulación se hará de preferencia en forma anticipada, prudencialmente, con criterio de equidad.

La parte que debe soportar el pago tendrá derecho a quejarse directamente a la Inspección Judicial, contra las tasaciones excesivas y contra las cargas innecesarias. La Inspección deberá revisarlas con facultad de moderar lo que a su parecer no sea correcto, sin perjuicio de que pueda aplicar las medidas disciplinarias oportunas.”
“Artículo 403.- Honorarios y gastos del perito. 

Si el juez admitiere la prueba, deberá prevenir a la parte proponente el depósito de los honorarios, así como la suma correspondiente a gastos, los cuales calculará tomando en cuenta la naturaleza del dictamen, la competencia y el trabajo que exija.

Si la parte contraria hubiere solicitado ampliación, deberá depositar la mitad de los honorarios y gastos, lo cual será proporcional si la parte contraria estuviere formada por varias personas.

El plazo para hacer el depósito indicado es de ocho días. Si no se hiciere se tendrá por abandonada la prueba y se prescindirá de ésta o de la ampliación, según sea el caso.

Desechada o desistida la prueba principal, podrá practicarse la de la ampliación, pero en este caso, los honorarios y gastos deberá cubrirlos, en total, la parte que haya solicitado esa ampliación.

Si ambas partes solicitaren la prueba, cada una pagará los respectivos honorarios y gastos cuando los interrogatorios versen sobre puntos diferentes.

Si versaren sobre puntos iguales, cada parte pagará la mitad de los honorarios y de los gastos.

El juez, a solicitud de los peritos, podrá girarles previamente al reconocimiento, la suma correspondiente a los gastos, pero si por su culpa no rindieren el dictamen, deberán devolver esa suma, “bajo apremio corporal”.”
Nota: La frase “bajo apremio corporal de este artículo, fue derogada mediante artículo 113 de la Ley 7135 de 11 de octubre de 1989 (Ley de la Jurisdicción Constitucional).”
2.- Normativa aplicable al tema de  pago por error o pago indebido: 

2.1.- Código Civil, en lo que interesa menciona:
Artículo 702.- “El deudor que falte al cumplimiento de su obligación sea en la sustancia, sea en el modo, será responsable por el mismo hecho de los daños y perjuicios que ocasione a su acreedor, a no ser que la falta provenga de hechos de éste, fuerza mayor o caso fortuito.”

 

 Artículo 803.- “El que, por error de hecho o de derecho, o por cualquier  otro motivo, pagare lo que no debe, tendrá acción para repetir lo pagado”

 

Artículo 804.- “El que de mala fe recibe indebidamente un pago, está obligado a restituir la cosa recibida, junto con los intereses o frutos desde el día del pago o desde que tuvo mala fe.

En caso de pérdida o enajenación de la cosa, debe restituir el valor real de ella; y en caso de haber deterioros, indemnizarlos, aunque la pérdida o deterioros provinieren de caso fortuito, a menos que se probare que lo mismo hubiera acontecido estando la cosa en poder del propietario.”

3.-Normativa aplicable al tema de las peritas y peritos del Poder Judicial:
3.1.- Reglamento para regular la función de las y los intérpretes, traductores, peritos y ejecutores en el Poder Judicial”. Circular No. 2-2015, señala: 
Artículo 3. INTÉRPRETES, TRADUCTORES, PERITOS Y EJECUTORES COMO AUXILIARES DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA.  
 
El funcionamiento y servicio que brindan las y los intérpretes, traductores, peritos y ejecutores estará regulado por las disposiciones contenidas en la Ley Orgánica del Poder Judicial y demás ordenamiento jurídico en lo que sea atinente a la función que realizan estos auxiliares de la Administración de Justicia. 
Artículo 14. ACTUACIONES CONTRARIAS AL ORDENAMIENTO JURÍDICO.
          
Si las o los intérpretes, traductores, traductoras, peritas o peritos incurrieran en una actuación contraria al ordenamiento jurídico al momento de realizar su labor, el despacho jurisdiccional deberá informar a la Dirección Ejecutiva para que registre la situación y remita el asunto a la Dirección Jurídica, a fin de  que  proceda a tramitar el correspondiente procedimiento administrativo disciplinario.

Artículo 15. DEPÓSITO DE HONORARIOS DE LAS PERSONAS INTÉRPRETES, TRADUCTORAS Y PERITOS.
 
Cuando sean las partes las que deban cancelar los honorarios y demás gastos de los intérpretes, traductores, traductoras, peritas y peritos, el Despacho hará la prevención a la parte proponente en cuanto al depósito de los honorarios, indicándole el plazo para efectuarlo, y la suma que corresponde a gastos. Respecto a los ejecutores, se aplica las normas legales especiales.

Artículo 36. APLICACIÓN SUPLETORIA DE LA NORMATIVA.
 
En lo no previsto en este Reglamento se aplicará en lo conducente,  las disposiciones de la Ley de Cobro Judicial, Código Procesal Civil, la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Ley General de la Administración Pública y demás ordenamiento jurídico en lo que sea conexo y aplicable.
4.- Normativa aplicable al tema de la Responsabilidad de la Administración:
4.1.- Ley General de la Administración Pública, Ley No. 6227 de 2 de mayo de 1978, Publicada en La Gaceta No. 102 de 30 de mayo de 1978, señala: 
“Artículo 190.-  1. La Administración responderá por todos los daños que cause su funcionamiento legítimo o ilegítimo, normal o anormal, salvo fuerza mayor, culpa de la víctima o hecho de un tercero.

2. La Administración será responsable de conformidad con este artículo, aún cuando no pueda serlo en virtud de las secciones siguientes de este Capítulo, pero la responsabilidad por acto lícito o funcionamiento normal, se dará únicamente según los términos de la Sección Tercera siguiente.”

“Artículo 191.-  La Administración deberá reparar todo daño causado a los derechos subjetivos ajenos por faltas de sus servidores cometidas durante el desempeño de los deberes del cargo o con ocasión del mismo, utilizando las oportunidades o medios que ofrece, aún cuando sea para fines o actividades o actos extraños a dicha misión.”

“Artículo 192.- La Administración será también responsable en las anteriores condiciones cuando suprima o limite derechos subjetivos usando ilegalmente sus potestades para ello.”

“Artículo 199.-  1. Será responsable personalmente ante terceros el servidor público que haya actuado con dolo o culpa grave en el desempeño de sus deberes o con ocasión del mismo, aunque sólo haya utilizado los medios y oportunidades que le ofrece el cargo.

2. Estará comprendido en tales casos el funcionario que emitiere actos manifiestamente ilegales, y el que los obedeciere de conformidad con esta ley.

3. Habrá ilegalidad manifiesta, entre otros casos, cuando la Administración se aparte de dictámenes u opiniones consultivos que pongan en evidencia la ilegalidad, si posteriormente se llegare a declarar la invalidez del acto por las razones invocadas por el dictamen.

4. La calificación de la conducta del servidor para los efectos de este artículo se hará sin perjuicio de la solidaridad de responsabilidades con la Administración frente al ofendido.

“Artículo 203.-  1. La Administración deberá recobrar plenariamente lo pagado por ella, para reparar los daños causados a un tercero por dolo o culpa grave de su servidor, tomando en cuenta la participación de ella en la producción del daño, si la hubiere.

2. La recuperación deberá incluir también los daños y perjuicios causados a la Administración por la erogación respectiva.”

“Artículo 204.- 1. La acción de la Administración contra el servidor culpable en los anteriores términos será ejecutiva y podrá darse lo mismo si el pago hecho a la víctima es voluntario que si es ejecución de un fallo.
2. En ambos casos servirá como título ejecutivo contra el servidor culpable la certificación o constancia del adeudo que expida la Administración, pero cuando haya sentencia por suma líquida la certificación deberá coincidir so pena de perder su valor ejecutivo.”

“Artículo 205.- 1. Cuando el daño haya sido producido por la Administración y el servidor culpable, o por varios servidores, deberán distribuirse las responsabilidades entre ellos de acuerdo con el grado de participación de cada uno, aun cuando no todos sean parte en el juicio.
2. Para este efecto deberá citarse, a título de parte, a todo el que aparezca de los autos como responsable por el daño causado.”

 “Artículo 210.- 1. El servidor público será responsable ante la Administración por todos los daños que cause a ésta por dolo o culpa grave, aunque no se haya producido un daño a tercero.

2. Para hacer efectiva esta responsabilidad se aplicarán los artículos anteriores con las salvedades que procedan.

3. La acción de recuperación será ejecutiva y el título será la certificación sobre el monto del daño expedida por el jerarca del ente respectivo.”
“Artículo 211.- 

1. El servidor público estará sujeto a responsabilidad disciplinaria por sus acciones, actos o contratos opuestos al ordenamiento, cuando haya actuado con dolo o culpa grave, sin perjuicio del régimen disciplinario más grave previsto por otras leyes.

2. El superior responderá también disciplinariamente por los actos de sus inmediatos inferiores, cuando él y estos últimos hayan actuado con dolo o culpa grave.

3. La sanción que corresponda no podrá imponerse sin formación previa de expediente, con amplia audiencia al servidor para que haga valer sus derechos y demuestre su inocencia.”
IV. Jurisprudencia y doctrina de interés: 

1.- Jurisprudencia relacionada con la responsabilidad administrativa:

Al respecto, la Sala Constitucional mediante resolución Nº 2004-5207 del 18 de mayo de 2004, se refirió al principio de la responsabilidad administrativa, de la siguiente manera:  

“[…] En efecto, el artículo 9o párrafo 1, de la carta política dispone que "el gobierno de la República es... responsable...", con lo cual se da por sentada la responsabilidad del ente público mayor o Estado y sus diversos órganos -Poder Legislativo, Ejecutivo y Judicial-. El ordinal 11, de su parte, establece en su párrafo primero la "...responsabilidad penal..." de los funcionarios públicos y el segundo párrafo nos refiere a la "...responsabilidad personal para los funcionarios en el cumplimiento de sus deberes...". 

[…] 

El numeral 41 de la Constitución Política establece un derecho fundamental resarcitorio a favor del administrado que haya sufrido una lesión antijurídica por un ente -a través de su funcionamiento normal o anormal o su conducta lícita o ilícita- y la obligación correlativa de éste de resarcirla o repararla de forma integral; el acceso a la jurisdicción previsto en este mismo precepto constitucional se convierte, así, en un derecho instrumental para asegurar, forzosamente, el goce y ejercicio del derecho resarcitorio del damnificado cuando el sujeto obligado a la reparación incumpla voluntariamente con la obligación referida. El artículo 45 de la carta magna acoge el principio de la intangibilidad del patrimonio al disponer que "la propiedad es inviolable; a nadie puede privarse de la suya si no es por interés público legalmente comprobado, previa indemnización conforme a la ley...", se reconoce, de esta forma, por el texto fundamental, que los sacrificios especiales o las cargas singulares que el administrado no tiene el deber de soportar o tolerar, aunque devengan de una actividad lícita -como el ejercicio de la potestad expropiatoria- deben resarcirse. El artículo 49, párrafo lo., de la Constitución Política en cuanto, de forma implícita, reconoce la personalidad jurídica y, por consiguiente, la posibilidad de demandar en estrados judiciales a los entes públicos cuando incumplan con sus obligaciones, constituye un claro basamento de la responsabilidad administrativa. De su parte, el párrafo in fine del ordinal 49 ya citado dispone que "la ley protegerá, al menos, los derechos subjetivos y los intereses legítimos de los administrados", siendo que una de las principales formas de garantía de éstos lo constituye un régimen de responsabilidad administrativa objetivo, directo, amplio y acabado. […] 

El principio de responsabilidad administrativa de los entes públicos y de sus funcionarios resulta complementado con la consagración constitucional del principio de igualdad en el sostenimiento de las cargas públicas (artículos 18 y 33) que impide imponerle a los administrados una carga o sacrificio singular o especial que no tienen el deber de soportar y el principio de la solidaridad social (artículo 74), de acuerdo con el cual si la función administrativa es ejercida y desplegada en beneficio de la colectividad, es ésta la que debe soportar las lesiones antijurídicas causadas a uno o varios administrados e injustamente soportadas por éstos. Finalmente, es menester tomar en consideración que la Constitución Política recoge un derecho fundamental innominado o atípico que es el de los administrados al buen funcionamiento de los servicios públicos, el que se infiere claramente de la relación de los numerales interpretados a contrario sensu, 140, inciso 8, 139, inciso 4 y 191 de la ley fundamental en cuanto recogen, respectivamente, los parámetros deontológicos de la función administrativa, tales como el "buen funcionamiento de los servicios y dependencias administrativas", "buena marcha del gobierno" y "eficiencia de la administración". Este derecho fundamental buen funcionamiento de los servicios públicos le impone a los entes actuar en el ejercicio de sus competencias y la prestación de los servicios públicos de forma eficiente y eficaz y, desde luego, la obligación correlativa de reparar los daños y perjuicios causados cuando se vulnere esa garantía constitucional […]”. (Énfasis agregado).

V. Referencias: 

La figura del enriquecimiento injusto, contenida en el libro “Las obligaciones Civiles” del señor Vicente Calatayud, el cual explica que:

“El enriquecimiento injusto- o enriquecimiento  sin causa- es el aumento operado en el  patrimonio de alguien a costa de otra persona y que no  está justificado por una  norma legal o por un acto  jurídico. La regla básica que rige la materia, con orígenes en el derecho  natural y la equidad, es que nadie debe enriquecerse injustamente en perjuicio de otro, cuya  consecuencia es el deber del beneficiado de restituir lo mal habido.”  (Énfasis agregado).

Ahora bien, explica el señor Calatayud, que “se trataba de corregir el desplazamiento patrimonial realizado por alguien que esperaba recibir una prestación o ver un hecho  futuro, cuando  alguien  pagaba algo por error, y cuando  el pago, la entrega o la promesa se realizaba con fines inmorales o prohibidos”. 

Continúa indicando: “[…] con la finalidad de restablecer patrimonialmente el desequilibrio surgido como consecuencia de una  atribución sin causa o con causa injusta, acción ésta  que todavía conserva ese nombre y cuya expresión legal más evidente podemos encontrar en los artículos 803, 804 y 805 del Código Civil. […].Por tanto, el enriquecimiento sin causa produce un derecho de la parte perjudicada a ejercitar esa acción cuyo objeto, mediante el correspondiente proceso, es reclamar y obtener a cargo del enriquecimiento injustamente, la restitución de su patrimonio a la situación anterior”.
VI. Criterio:

De acuerdo a la normativa, jurisprudencia y doctrina expuesta, se tiene lo siguiente: 

1.- Con respecto al pago indebido, se debe indicar el artículo 803 del Código Civil, señala que se da dicha figura cuando se ha pagado con entera voluntad, pero el pago es hecho por error y la otra persona lo recibe sin derecho a hacerlo, esta situación faculta al que pagó a reclamar lo pagado. Aplicando lo anterior al caso bajo estudio, es claro que el despacho realiza el pago por error, ya que los honorarios son girados al Ingeniero A.J.A, quien lo recibe, sin derecho a hacerlo. De esta forma nace un cuasi contrato (art. 1044 del C. Civil), dicho vinculo se da entre la persona que realizó el pago (por error) y la persona que lo recibió, con la finalidad de devolver las cosas al mismo estado en que se encontraban antes de realizar el pago.

 Ahora bien el artículo 804 del Código Civil, señala las acciones contra la persona que de mala fe recibió el pago, no solo para la devolución del dinero, sino que también para el cobro de los intereses desde el día del pago o desde que tuvo mala fe. Así las cosas, se faculta al gestionante perjudicado a reclamar la devolución del dinero girado. 
Cabe destacar lo indicado  por el señor Vicente Calatayud: “el enriquecimiento sin causa produce un derecho de la parte perjudicada a ejercitar esa acción cuyo objeto, mediante el correspondiente proceso, es reclamar y obtener a cargo del enriquecimiento injustamente, la restitución de su patrimonio a la situación anterior”, por lo que el petente se encuentra en todo su derecho de ejercer la acción cobratoria correspondiente. 
2.- Ahora bien, en virtud de que el perito a quien se le giró de manera errada, ha hecho caso omiso a los requerimientos de devolución del Juzgado y siendo que tal circunstancia se da debido a un error por parte del Despacho Jurisdiccional, no cabe duda que estamos ante un caso de responsabilidad de la Administración por funcionamiento anormal en el Servicio Público de Administración de Justicia. 
En cuanto a la responsabilidad de la Administración, en los artículos 190  y siguientes de la Ley General de Administración Pública (LGAP), se señala que la Administración deberá responder por todos los daños que cause su funcionamiento legítimo o ilegítimo, normal o anormal, salvo fuerza mayor, culpa de la víctima o hecho de un tercero” (…). Asimismo, “la Administración deberá reparar todo daño causado a los derechos subjetivos ajenos por faltas de sus servidores cometidas durante el desempeño de los deberes del cargo o con ocasión del mismo, utilizando las oportunidades o medios que ofrece, aún cuando sea para fines o actividades o actos extraños a dicha misión.” 

En el mismo orden de ideas, “la Administración será responsable por sus actos lícitos y por su funcionamiento normal cuando los mismos causen daño a los derechos del administrado en forma especial, por la pequeña proporción de afectados o por la intensidad excepcional de la lesión (…). También, será “solidariamente responsable con su servidor ante terceros por los daños que éste cause en las condiciones señaladas por esta ley” y cuando corresponda, de modo individual, “será responsable personalmente ante terceros el servidor público que haya actuado con dolo o culpa grave en el desempeño de sus deberes o con ocasión del mismo, aunque sólo haya utilizado los medios y oportunidades que le ofrece el cargo (…).” 

Ahora bien por culpa grave, se entiende que es la falta de diligencia, negligencia, impericia, imprudencia o descuido grave.  Donde se violan las reglas del debido  cuidado que tendría una la persona funcionaria, para evitar el daño
.
De lo anterior se desprende que la Administración deberá reparar todo daño causado a los derechos subjetivos ajenos por las faltas de sus servidores cometidas durante el desempeño de los deberes del cargo o con ocasión del mismo, utilizando las oportunidades o medios que ofrece, aún cuando sea para fines o actividades o actos extraños a dicha misión.

Aplicando lo anterior al caso concreto, es claro que el Poder Judicial debe hacer frente al pago de honorarios que pretende el gestionante y que de manera errónea, el Juzgado Contencioso giró a otra persona que no era el titular de ese dinero. 

Por lo anterior, debe elevarse de inmediato el asunto al Consejo Superior para que en el ejercicio de sus competencias legales (conocimiento de reclamos económicos y reintegros según el artículo 81, inciso 9 de la Ley Orgánica del Poder Judicial), autorice el pago al gestionante y a su vez, ordene la apertura de los procedimientos disciplinarios y patrimoniales que correspondan para determinar las eventuales responsabilidades y acciones de regreso que correspondan, contra las personas servidoras del Juzgado Contencioso Administrativo que participaron en la orden y ejecución del giro equivocado de los dineros. 

VII. Conclusiones:

Por las razones antes señaladas, la Dirección Jurídica concluye que se pagó de manera indebida, por un error, los honorarios al Ingeniero A.J.A, honorarios que debían haber sido pagados al perito Rolando Roa Gutiérrez. 
Razón por la que el Poder Judicial, es quien debe responder, por el giro equivocado de los honorarios adeudados que afecta al señor Roa Gutiérrez. 
Por lo anterior, debe elevarse de inmediato el asunto al Consejo Superior para que en el ejercicio de sus competencias legales (conocimiento de reclamos económicos y reintegros según el artículo 81, inciso 9 de la Ley Orgánica del Poder Judicial), autorice el pago al gestionante y a su vez, ordene la apertura de los procedimientos disciplinarios y patrimoniales que correspondan para determinar las eventuales responsabilidades y acciones de regreso que correspondan, contra las personas servidoras del Juzgado Contencioso Administrativo que participaron en la orden y ejecución del giro equivocado de los dineros. 

Conforme lo expuesto se deja rendido el informe solicitado.
 Atentamente,
Licda. Karol Monge Molina

Sub Directora Jurídica a.i.

Ref: 422-2016 - DJ-Dis. 

� Curso impartido por el Lic. Jaínse Marín Jiménez.
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